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 PRIMERA PARTE


NORMAS BÁSICAS


�
I.  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993


(El Peruano, 30 de diciembre de 1993)





TITULO I


DE LA PERSONA Y DE LA SOCIEDAD





CAPITULO I


DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA





Artículo 1o. La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado.





Artículo 2o. Toda persona tiene derecho:





1. A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece.


2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole.


3. A la libertad de conciencia y de religión, en forma individual o asociada. No hay persecución por razón de ideas o creencias. No hay delito de opinión. El ejercicio público de todas las confesiones es libre, siempre que no ofenda la moral ni altere el orden público.


4. A las libertades de información, opinión, expresión y difusión del pensamiento mediante la palabra oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de comunicación social, sin previa autorización ni censura ni impedimento algunos, bajo las responsabilidades de ley.


Los delitos cometidos por medio del libro, la prensa y demás medios de comunicación social se tipifican en el Código Penal y se juzgan en el fuero común.


Es delito toda acción que suspende o clausura algún órgano de expresión o le impide circular libremente. Los derechos de informar y opinar comprenden los de fundar medios de comunicación.


5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional.


El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una comisión investigadora del Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso investigado.


6. A que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad personal y familiar.


7. Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar así como a la voz y a la imagen propias.


Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o agraviada en cualquier medio de comunicación social tiene derecho a que éste se rectifique en forma gratuita, inmediata y proporcional, sin perjuicio de las responsabilidades de ley.


8. A la libertad de creación intelectual, artística, técnica y científica, así como a la propiedad sobre dichas creaciones y a su producto. El Estado propicia el acceso a la cultura y fomenta su desarrollo y difusión.


9. A la inviolabilidad del domicilio. Nadie puede ingresar en él ni efectuar investigaciones o registros sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración. Las excepciones por motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas por la ley.


10. Al secreto y a la inviolabilidad de sus comunicaciones y documentos privados.


Las comunicaciones, telecomunicaciones o sus instrumentos sólo pueden ser abiertos, incautados, interceptados o intervenidos por mandamiento motivado del juez, con las garantías previstas en la ley. Se guarda secreto de los asuntos ajenos al hecho que motiva su examen.


Los documentos privados obtenidos con violación de este precepto no tienen efecto legal.


Los libros, comprobantes y documentos contables y administrativos están sujetos a inspección o fiscalización de la autoridad competente, de conformidad con la ley. Las acciones que al respecto se tomen no pueden incluir su sustracción o incautación, salvo por orden judicial.


11. A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería.


12. A reunirse pacíficamente sin armas. Las reuniones en locales privados o abiertos al público no requieren aviso previo. Las que se convocan en plazas y vías públicas exigen anuncio anticipado a la autoridad, la que puede prohibirlas solamente por motivos probados de seguridad o de sanidad públicas.


13. A asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas de organización jurídica sin fines de lucro, sin autorización previa y con arreglo a ley. No pueden ser disueltas por resolución administrativa.


14. A contratar con fines lícitos, siempre que no se contravengan leyes de orden público.


15. A trabajar libremente, con sujeción a ley.


16. A la propiedad y a la herencia.


17. A participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum.


18. A mantener reserva sobre sus convicciones políticas, filosóficas, religiosas o de cualquiera otra índole, así como a guardar el secreto profesional .


19. A su identidad étnica y cultural. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación.


Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un intérprete. Los extranjeros tienen este mismo derecho cuando son citados por cualquier autoridad.


20. A formular peticiones, individual o colectivamente, por escrito ante la autoridad competente, la que está obligada a dar al interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo legal, bajo responsabilidad.


Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional sólo pueden ejercer individualmente el derecho de petición.


21. A su nacionalidad. Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o de renovar su pasaporte dentro o fuera del territorio de la República.


22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida.


23. A la legítima defensa.


24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:


a. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe.


b. No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en cualquiera de sus formas.


c. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios.


d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley.


e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad.


f. Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito.


El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia.


Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término.


g. Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por la ley. La autoridad está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la persona detenida.


h. Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquélla imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad.





Artículo 3o. La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de soberanía del pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma republicana de gobierno.





CAPITULO II


DE LOS DERECHOS SOCIALES Y ECONOMICOS





Artículo 4o. La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la sociedad.


La forma del matrimonio y las causas de separación y de disolución son reguladas por la ley.





Artículo 5o. La unión estable de un varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea aplicable.





Artículo 6o. La política nacional de población tiene como objetivo difundir y promover la paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las familias y de las personas a decidir. En tal sentido, el Estado asegura los programas de educación y la información adecuados y el acceso a los medios, que no afecten la vida o la salud.


Es deber y derecho de los padres alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Los hijos tienen el deber de respetar y asistir a sus padres.


Todos los hijos tienen iguales derechos y deberes. Está prohibida toda mención sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la filiación en los registros civiles y en cualquier otro documento de identidad.





Artículo 13o. La educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona humana. El Estado reconoce y garantiza la libertad de enseñanza. Los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo.





Artículo 14o. La educación promueve el conocimiento, el aprendizaje y la práctica de las humanidades, la ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte. Prepara para la vida y el trabajo y fomenta la solidaridad.


Es deber del Estado promover el desarrollo científico y tecnológico del país.


La formación ética y cívica y la enseñanza de la Constitución y de los derechos humanos son obligatorias en todo el proceso educativo civil o militar. La educación religiosa se imparte con respeto a la libertad de las conciencias.


La enseñanza se imparte, en todos sus niveles, con sujeción a los principios constitucionales y a los fines de la correspondiente institución educativa.


Los medios de comunicación social deben colaborar con el Estado en la educación y en la formación moral y cultural.





Artículo 15o. El profesorado en la enseñanza oficial es carrera pública. La ley establece los requisitos para desempeñarse como director o profesor de un centro educativo, así como sus derechos y obligaciones. El Estado y la sociedad procuran su evaluación, capacitación, profesionalización y promoción permanentes.


El educando tiene derecho a una formación que respete su identidad, así como al buen trato psicológico y físico.


Toda persona, natural o jurídica, tiene el derecho de promover y conducir instituciones educativas y el de transferir la propiedad de éstas, conforme a ley.





Artículo 16o. Tanto el sistema como el régimen educativo son descentralizados.


El Estado coordina la política educativa. Formula los lineamientos generales de los planes de estudios así como los requisitos mínimos de la organización de los centros educativos. Supervisa su cumplimiento y la calidad de la educación.


Es deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de recibir educación adecuada por razón de su situación económica o de limitaciones mentales o físicas.


Se da prioridad a la educación en la asignación de recursos ordinarios del Presupuesto de la República.





Artículo 17o.- La educación inicial, primaria y secundaria son obligatorias. En las instituciones del Estado, la educación es gratuita. En las universidades públicas el Estado garantiza el derecho a educarse gratuitamente a los alumnos que mantengan un rendimiento satisfactorio y no cuenten con los recursos económicos necesarios para cubrir los costos de educación.


Con el fin de garantizar la mayor pluralidad de la oferta educativa, y en favor de quienes no puedan sufragar su educación, la ley fija el modo de subvencionar la educación privada en cualquiera de sus modalidades, incluyendo la comunal y la cooperativa.


El Estado promueve la creación de centros de educación donde la población los requiera.


El Estado garantiza la erradicación del analfabetismo. Asimismo fomenta la educación bilingüe e intercultural, según las características de cada zona. Preserva las diversas manifestaciones culturales y lingüísticas del país. Promueve la integración nacional.





Artículo 18o. La educación universitaria tiene como fines la formación profesional, la difusión cultural, la creación intelectual y artística y la investigación científica y tecnológica. El Estado garantiza la libertad de cátedra y rechaza la intolerancia.


Las universidades son promovidas por entidades privadas o públicas. La ley fija las condiciones para autorizar su funcionamiento.


La universidad es la comunidad de profesores, alumnos y graduados. Participan en ella los representantes de los promotores, de acuerdo a ley.


Cada universidad es autónoma en su régimen normativo, de gobierno, académico, administrativo y económico. Las universidades se rigen por sus propios estatutos en el marco de la Constitución y de las leyes.





Artículo 19o. Las universidades, institutos superiores y demás centros educativos constituidos conforme a la legislación en la materia gozan de inafectación de todo impuesto directo e indirecto que afecte los bienes, actividades y servicios propios de su finalidad educativa y cultural. En materia de aranceles de importación, puede establecerse un régimen especial de afectación para determinados bienes.


Las donaciones y becas con fines educativos gozarán de exoneración y beneficios tributarios en la forma y dentro de los límites que fije la ley.


La ley establece los mecanismos de fiscalización a que se sujetan las mencionadas instituciones, así como los requisitos y condiciones que deben cumplir los centros culturales que por excepción puedan gozar de los mismos beneficios.


Para las instituciones educativas privadas que generen ingresos que por ley sean calificados como utilidades, puede establecerse la aplicación del impuesto a la renta.





Artículo 21o. Los yacimientos y restos arqueológicos, construcciones, monumentos, lugares, documentos bibliográficos y de archivo, objetos artísticos y testimonios de valor histórico, expresamente declarados bienes culturales, y provisionalmente los que se presumen como tales, son patrimonio cultural de la Nación, independientemente de su condición de propiedad privada o pública. Están protegidos por el Estado.


La ley garantiza la propiedad de dicho patrimonio. Fomenta conforme a ley, la participación privada en la conservación, restauración, exhibición y difusión del mismo, así como su restitución al país cuando hubiere sido ilegalmente trasladado fuera del territorio nacional. 





CAPITULO III


DE LOS DERECHOS POLITICOS Y DE LOS DEBERES





Artículo 32o. Pueden ser sometidas a referéndum:


1. La reforma total o parcial de la Constitución; 2. La aprobación de normas con rango de ley; 3. Las ordenanzas municipales; y 4. Las materias relativas al proceso de descentralización.


No pueden someterse a referéndum la supresión o la disminución de los derechos fundamentales de la persona, ni las normas de carácter tributario y presupuestal, ni los tratados internacionales en vigor.





Artículo 35o. Los ciudadanos pueden ejercer sus derechos individualmente o a través de organizaciones políticas como partidos, movimientos o alianzas, conforme a ley. Tales organizaciones concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular. Su inscripción en el registro correspondiente les concede personalidad jurídica.


La ley establece normas orientadas a asegurar el funcionamiento democrático de los partidos políticos, y la transparencia en cuanto al origen de sus recursos económicos y el acceso gratuito a los medios de comunicación social de propiedad del Estado en forma proporcional al último resultado electoral general.





Artículo 38o. Todos los peruanos tienen el deber de honrar al Perú y de proteger los intereses nacionales, así como de respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento jurídico de la Nación.





TITULO II


DEL ESTADO Y LA NACION





CAPITULO I


DEL ESTADO, LA NACION Y EL TERRITORIO





Artículo 43o. La República del Perú es democrática, social, independiente y soberana.


El Estado es uno e indivisible.


Su gobierno es unitario, representativo y descentralizado, y se organiza según el principio de la separación de poderes.





Artículo 46o. Nadie debe obediencia a un gobierno usurpador, ni a quienes asumen funciones públicas en violación de la Constitución y de las leyes.


La población civil tiene el derecho de insurgencia en defensa del orden constitucional.


Son nulos los actos de quienes usurpan funciones públicas.





Artículo 48o. Son idiomas oficiales el castellano y, en las zonas donde predominen, también lo son el quechua, el aimara y las demás lenguas aborígenes, según la ley.





Artículo 49o. La capital de la República del Perú es la ciudad de Lima. Su capital histórica es la ciudad del Cusco.


Son símbolos de la patria la bandera de tres franjas verticales con los colores rojo, blanco y rojo, y el escudo y el himno nacional establecidos por ley.





Artículo 50o. Dentro de un régimen de independencia y autonomía, el Estado reconoce a la Iglesia Católica como elemento importante en la formación histórica, cultural y moral del Perú, y le presta su colaboración.


El Estado respeta otras confesiones y puede establecer formas de colaboración con ellas.





Artículo 51o. La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es esencial para la vigencia de toda norma del Estado.





CAPITULO II


DE LOS TRATADOS





Artículo 55o. Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional.





Artículo 56o. Los tratados deben ser aprobados por el Congreso antes de su ratificación por el Presidente de la República, siempre que versen sobre las siguientes materias:


1. Derechos Humanos.


2. Soberanía, dominio o integridad del Estado.


3. Defensa Nacional.


4. Obligaciones financieras del Estado.


También deben ser aprobados por el Congreso los tratados que crean, modifican o suprimen tributos; los que exigen modificación o derogación de alguna ley y los que requieren medidas legislativas para su ejecución.





Artículo 57o. El Presidente de la República puede celebrar o ratificar tratados o adherir a éstos sin el requisito de la aprobación previa del Congreso en materias no contempladas en el artículo precedente. En todos esos casos, debe dar cuenta al Congreso.


Cuando el tratado afecte disposiciones constitucionales debe ser aprobado por el mismo procedimiento que rige la reforma de la Constitución, antes de ser ratificado por el Presidente de la República.


La denuncia de los tratados es potestad del Presidente de la República, con cargo de dar cuenta al Congreso. En el caso de los tratados sujetos a aprobación del Congreso, la denuncia requiere aprobación previa de éste.





TITULO III


DEL REGIMEN ECONOMICO





CAPITULO III


DE LA PROPIEDAD





Artículo 73o. Los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Los bienes de uso público pueden ser concedidos a particulares conforme a ley, para su aprovechamiento económico.





CAPITULO VI


DEL REGIMEN AGRARIO Y DE LAS COMUNIDADES CAMPESINAS Y NATIVAS





Artículo 89o. Las Comunidades Campesinas y las Nativas tienen existencia legal y son personas jurídicas.


Son autónomas en su organización, en el trabajo comunal y en el uso y la libre disposición de sus tierras, así como en lo económico y administrativo, dentro del marco que la ley establece. La propiedad de sus tierras es imprescriptible, salvo en el caso de abandono previsto en el artículo anterior.


El Estado respeta la identidad cultural de las Comunidades Campesinas y Nativas.





DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS





Cuarta. Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú.


	





CONVENIOS INTERNACIONALES


DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS


(10 de diciembre de 1948)





PREAMBULO


Considerando que la libertad, la justicia en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana;


	Considerando  que el  desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración mas elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias; 


	Considerado esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de  Derecho, a fin de que el hombre no ese vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;


	Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones;


	Considerando que los pueblos de los Naciones Unidos han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y n la igualdad de derechos de  hombres y mujeres; y se han  declarado resueltos  a promover el progreso social y a elevar al nivel de vida dentro de un concepto más amplio de libertad;


	Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la  Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre; y


	Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia  para el pleno cumplimiento de dicho compromiso.


	Proclamada la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común  por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas  progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación  universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.


	Art. 1.- Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están  de razón y conciencia,  deben comportarse fraternalmente  los unos con los otros.


	Art. 2.1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin  distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición  económica, nacimiento o cualquier otra condición.


	2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional de país territorio de cuya jurisdicción  depende una persona, tanto si se trata  de un país independiente, como de un territorio  bajo administración  fiduciaria, no autónomo o sometido  a cualquier otra limitación de soberanía.


	Art. 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad  y a la seguridad de su persona.


	Art.4. Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de esclavos  están prohibidas en todas sus formas.


	Art. 5. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.


	Art. 6. Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de  su  personalidad jurídica.


	Art. 7. Todos son iguales ante la Ley  y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la Ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración   y contra toda provocación a tal discriminación.


	Art. 8. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competente que la ampara contra actos que violan sus derechos  fundamentales reconocidos por la Constitución  o por la Ley.


	Art. 9. Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.


	Art. 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad ser oída públicamente   y en justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.


	Art. 11. Toda persona  acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras se pruebe su culpabilidad, conforme a la Ley y en público en el que hayan asegurado todas garantías necesarias para su defensa.


	2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivo según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá  pena más grave que la aplicable en momento d la comisión del delito.


	Art. 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o correspondencia, ni de ataques a su honra  o a su reptación. Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra tales injerencias o ataques.


	Art. 13. 1.Toda persona tiene derecho a circular libremente y  elegir su residencia  en el territorio de un Estado.


	2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país.


	Art.14.1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar y a disfrutar de él, en cualquier país.


	2. Este derecho no podrá ser invocado contra un acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las  Naciones  Unidas.


	Art. 15.1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.


	2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho  cambiar de nacionalidad.


	Art.16.1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción  alguna por motivos de raza, raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar  una familia; y disfrutarán de iguales derecho en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.


	2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.


	3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene  derecho a la protección de la sociedad y del Estado.


	Art.17.1. Toda  persona tiene derecho  la propiedad, individual y colectivamente.


	2. Nadie será privado arbitrariamente  de su propiedad.


	Art. 18. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar d religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, l culto y la observancia.


	Art. 19. Todo individuo tiene derecho a la libertad de opción y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier  medio de expresión.


	Art.20.1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.


	2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer  a una asociación.


	Art.21.1. Toda persona tiene derecho a  participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.


	2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.


	3. La voluntad del pueblo es la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán  de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto y otro procedimiento equivalente u garantice la libertad del voto.


	Art.22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene  derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación  internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su  dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.


	Art.23.1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.


	2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna a igual salario por trabajo igual.


	3. Toda persona que  trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfacción, que le asegura, así como  su familia una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera  otros medios de protección social.


	4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses.


	Art.24. Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute de tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y vacaciones periódicas pagadas.


	Art.25.1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica a los servicios necesarios, tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.


	2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.


	Art.26.1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental  será obligatoria. La instrucción técnica y profesional  habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.


	2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento  del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo  de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.


	3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger al tipo de educación que habrá de darse a sus hijos.


	Art.27.1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente n la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.


	2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas,  literarias o artísticas de que sea  autora.


	Art.28. Toda  persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamadas en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.


	Art.29.1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente la personalidad.


	2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, de satisfacer las justas  exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad  democrática.


	3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos principios de las Naciones Unidas.


Art. 30. Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o  una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendentes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.








PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS


(9 de diciembre de 1996)





Los Estado Partes en el Presente Pacto,


Considerando que conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus  derechos iguales e inalienables.


	Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona humana.


	Reconocimiento que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permite cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales.


	Considerando que la carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el respecto universal y efectivo de los derechos y libertades humanas.


	Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observación de los derechos reconocidos en este Pacto.


	Convienen en los artículos siguientes:





PARTE PRIMERA





	Art.1.1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.


	Para el logro de sus fines los pueblos pueden  disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional  basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podría privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.


	3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación y respetarán ese derecho de conformidad  con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.





PARTE II





	Art.2.1. Cada uno de los Estados en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opción  política o de otra índole, origen nacional o social, posición  económica, nacimiento  o cualquier otra condición social.


	2. Cada Estado Parte se compromete adoptar, con arreglo de sus procedimientos  constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesario para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y  que no estuviesen ya garantizados por disposiciones  legislativas o de otro carácter.


	3. Cada uno de los Estado Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:


Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrán interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales.


La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa o cualquiera otra autoridad competente  prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga  tal recurso, y a desarrollar las posibilidades del recurso judicial.


Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que haya estimado  procedente el recurso.


Art. 3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto.


	Art. 4.1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspenden las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.


	Art. 5.1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor  medida que la prevista en él.


	2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos  o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 





PARTE III


	


Art. 6.1. El derecho de la vida es inherente a la persona humana. Este estará protegido por la Ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.


	2. En los países que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse la pena de muerte  por los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la prevención y la  sanción del delito de genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un Tribunal competente.


	3. Cuando la privación de la vida constituye delito de genocidio se tendrá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará de modo alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna  de las obligaciones asumidas en virtud de las  disposiciones de la Convención  para la prevención y la sanción del delito de genocidio.


	4. Toda persona condenada  a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la pena.


La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena podrán ser concedidos en todos los casos.


	5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de dieciocho años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez.


	6. Ninguna  disposición de este artículo podrá ser invocado por un Estado parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital.


	Art. 7. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin u libre consentimiento a experimentos médicos  o científicos.


	Art.8.1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas sus formas.


	2. Nadie estará sometido a servidumbre.


	3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio.


	b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohibe,  en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un Tribunal competente.


	c) No se considerarán como  “trabajo forzoso u obligatorio” a los efectos de este párrafo:


	i) Los trabajo o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b), se exijan normalmente de  una persona presa en virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de una decisión se encuentra en libertad condicional.


	ii) El servicio de carácter militar y, en lo países donde se admite la exención por razones de conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la Ley quienes se opongan al servicio militar por razones de conciencia.


	iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar  de la comunidad.


	iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.


	Art.9.1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la Ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.


	2. Toda persona  detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.


	Art. 10.1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respecto debido a la dignidad inherente al ser humano.


	Art.11. Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación contractual 


	Art. 16. Todo ser humano tiene derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica.


	Art. 17.1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida  privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.	


	2. Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra esas injerencias o esos ataques.


	Art.18.1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia  y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o adoptar la religión  las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado  mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.


	2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección.


	3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias  estará sujeta únicamente  a las limitaciones prescritas por la Ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.


	4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en  caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que de  acuerdo con sus propias convicciones.


	Art.19.1. Nadie	podrá ser molestado a causa de sus opiniones.


	2. Toda persona tiene derecho a su libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


	3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades  especiales. Por  consiguiente, puede estar sujeta a ciertas restricciones que deberán, sin embargo, estar  expresamente fijadas por la Ley y ser necesarias para:      


a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás.


b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


Art.20.1. Toda propaganda a favor de la guerra estará prohibida por la Ley.


2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación,  hostilidad o la violencia estará prohibida por la Ley.


Art.21. Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la Ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.


Art.22.1. Toda persona tiene de derecho a asociarse libremente  con otras, incluso el derecho o fundar sindicatos y afiliarse  a ellos para la protección de sus intereses.


	Art.23.1. La familia  es el elemento natural y fundamental de la sociedad  y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.


	2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tiene edad para ello.


	3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.


	4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidad de ambos esposos en cuanto al matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos.


	Art.24.1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado.


	2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre.


	3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.


	Art.26. Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la Ley. A este respecto, la Ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o  cualquier otra condición social.


	Art.27. En los Estados en que existan minorías étnicas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas  minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás  miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a practicar su propia religión y a emplear su propia idioma.





PARTE IV





	Art.28 .1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el comité). Se compondrá  de 8 miembros, y desempeñará las funciones que se señalan más adelante.


	2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el presente Pacto, que deberá ser personas de gran integridad moral, con reconocida competencia en materia de derechos humanos. Se  tomará n consideración  la utilidad de la participación de algunas personas que tengan experiencia jurídica.


	3. Los miembros del Comité serán y ejercerán sus funciones a título personal.





PARTE V





	Art. 46. Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el presente Pacto.


	Art.47. Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar lana libremente sus riquezas y recursos naturales.





PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICOS, 


SOCIALES Y CULTURALES


(19 de diciembre de 1996)





Los Estado Partes en el Presente Pacto:


	Considerando que conforme  a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia y de sus derechos iguales e inalienables,


	Reconocimiento que estos derecho se desprenden de la dignidad inherente a la persona humana,


	Reconocimiento que, con arreglo de la Declaración Universal de Desarrollo Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, social y culturales, tanto como de sus derechos  civiles y políticos.


	Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover respecto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,


	Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observación de los derechos reconocidos en este Pacto, 


	Convienen en los artículos  siguientes:





PARTE I





	Art. 1.1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente u condición política y proveen, así mismo, a su desarrollo económico, social y cultural.


	2. Para el logro de sus fines los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podría privarse  a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.





PARTE II





	Art. 2.1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacional, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive, en particular, la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.


	2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento  o cualquier otra  condición social.


	3. Los países en vías de desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.


	Art.3. Los Estados  Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos  los derechos económico, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.


	Art.4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que en el ejercicio de los derechos garantizados conforme el presente Pacto por el Estado éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por Ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática.


	Art. 5.1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualesquiera de los derechos o libertades reconocidos  en el Pacto o a su limitación en medida mayor que la prevista en él.


	2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.





PARTE III





	Art. 6.1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar que comprende el derecho de toda persona de tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido  aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.


	2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar orientación y formación técnico – profesional, la preparación de programa, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades  políticas  y económicas fundamentales de la persona humana.


	Art. 7. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda personal al goce de condiciones de trabajo, equitativas y satisfactorias, que le aseguren en especial:


	a) Una remuneración que proporcione, como mínimo, a todos los trabajadores:


	i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinción de  ninguna especie; en particular debe asegurarse  a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores  las de los hombres, con salario igual por trabajo igual.


	ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias, conforme a las disposiciones del  presente Pacto.


b) La seguridad y la higiene en el trabajo.


c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponde, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad.


d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajos y las  vacaciones pagadas, así como la remuneración de los festivos.


Art. 8.1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:


a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización  correspondiente para promover y proteger sus intereses económicos  y sociales. No podrán componerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la Ley y que sean necesaria en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden  público, o para la protección  de los derechos y libertades ajenos.


(...)


d) El derecho  de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.


2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos para los miembros de las Fuerzas Armadas, de la Policía o de la Administración del Estado.


3. Nada de lo dispuesto en este artículo a los Estados Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, a adoptar medidas legislativas que menoscaben  las garantías previstas en dicho Convenio o aplicar la Ley en forma que menoscabe dichas garantías.


Art.9 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad  social, incluso al seguro social.


Art.10. Los Estados Partes en el presente  Pacto reconocen que:


1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.


2. Se debe conceder especial protección a las madres  durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.


3. Se debe adoptar medidas especiales de protección y asistencia a favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación  o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal será sancionado por la Ley. Los  Estados  deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la Ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.


Art. 11.1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel  de vida adecuada para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.


Art.13.1. Los Estados Partes en el presente acto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y  del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen, asimismo, en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz.


2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho:


a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente.


b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria, técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados y, en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita.


c) La enseñanza superior debe  hacerse, igualmente, accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados y, en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita.


d) Debe fomentarse  intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria.


e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.


3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen  a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe  en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.


4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mismas que prescribe el Estado.


Art.14. Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún no haya podido instituir en territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoria  y la gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar o adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan del principio de la enseñanza obligatorio y gratuita para todos.








DECLARACION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE INTOLERANCIA Y DISCRIMINCION FUNDADAS


EN LA RELIGION O LAS CONVICCIONES PROCLAMADAS


POR LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS


RESOLUCION 36/1955


(5 de noviembre de 1981)





La Asamblea General.


Considerando que uno de los principios fundamentales de la Carta de las Naciones Unidas es el de la dignidad e igualdad propias de todos los seres humanos, y que todos los Estados miembros se han comprometido a tomar medidas conjuntas y separadamente, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, para promover y estimular el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción de raza, sexo, idioma ni religión.


	Considerando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los Pactos internacionales de los derechos humanos se proclaman los principios de no discriminación y de igualdad ante la ley y el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de religión o de convicciones.


	Considerando que el desprecio y la violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, en particular del derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, de religión o de cualesquiera convicciones, han causado directa o indirectamente guerras y grandes sufrimientos a la humanidad, especialmente en los casos en que sirven de medio de injerencia extranjera en los asuntos internos de otros Estados y equivalen a instigar el odio entre los pueblos y las naciones.


	Considerando que la religión o las convicciones, para quien las profesa, constituyen uno de los elementos fundamentales de su concepción de la vida y que, por tanto, la libertad de religión o sus convicciones debe ser íntegramente respetada y garantizada.


	Considerando que es esencial promover la comprensión, la tolerancia y el respeto de las cuestiones relacionadas con la libertad de religión y de convicciones y asegurar que no se acepte el uso de la religión o las convicciones con fines incompatibles con la Carta, con otros instrumentos pertinentes de las Naciones Unidas con los propósitos y principios de la presente declaración.


	Convencida de que la libertad de religión o de convicciones debe contribuir también a la realización de los objetivos de paz mundial, justicia social y amistad entre los pueblos y a la eliminación de las ideologías o prácticas del colonialismo y de la discriminación racial.


	Tomando nota con satisfacción de que, con los auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados, se han aprobado varias convenciones, y de que algunas de ellas ya han entrado en vigor, para la eliminación de diversas formas de discriminación.


	Preocupada por las manifestaciones de intolerancia y por la existencia de discriminación en las esferas de la religión o las convicciones que aún se advierten en algunos lugares del mundo.


	Decidida a adoptar todas las medidas necesarias para la rápida eliminación de dicha intolerancia en todas sus formas y manifestaciones para prevenir y combatir la discriminación por motivos de religión o convicciones.


	Proclama la presente Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones.


	Art.1. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Este derecho incluye la libertad de tener una religión o cualesquiera convicciones de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la observancia, la práctica y la enseñanza.


	2. Nadie será objeto de coacción que pueda menoscabar su libertad de tener una religión o convicciones de su elección.


	3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias convicciones estará sujeta únicamente a  las limitaciones que prescriba la ley y que sean necesarias para la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás.


 	Art.2.1. Nadie será objeto de discriminación por motivos de religión o convicciones por parte de ningún Estado, grupo de personas o particulares.


	2. A los efectos de la presente Declaración, se entiende por “intolerancia y discriminación basadas en la religión o las convicciones” toda distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convicciones y cuyo fin o efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce o el ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las libertades fundamentales.


	Art.3. La discriminación entre los seres humanos por motivos de religión o convicciones constituye una ofensa a la dignidad humana y una negación de los principios de la Carta de las Naciones Unidas, y debe ser condenada como una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y enunciados detalladamente en los Pactos internacionales de derechos humanos, y como un obstáculo para las relaciones amistosas y pacíficas entre las naciones.


	Art.4.1. Todos los Estados adoptarán medidas eficaces para prevenir y eliminar toda discriminación por motivos de religión o convicciones en el reconocimiento, el ejercicio y el goce de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en todas las esferas de la vida civil, económica, política, social cultural


	2. Todos los Estados harán todos los esfuerzos necesarios por promulgar o derogar leyes, según el caso, a fin de prohibir toda discriminación de este tipo y por tomar las medidas adecuadas para combatir la intolerancia por motivos de religión o convicciones en la materia.


	Art.5.1. Los padres o, en su caso, los tutores legales del niño tendrán el derecho de organizar la vida dentro de familia de conformidad con su religión o sus convicciones y habida cuenta de la educación moral en que crean que debe educarse al niño.


	2. Todo niño gozará del derecho a tener acceso a educación en materia de religión o convicciones conforme  con los deseos de sus padres o, en su caso, sus tutores legales, y no se le obligará a instruirse en una religión o convicciones contra los deseos de sus padres o tutores legales, sirviendo de principio rector el  interés superior del niño.


	3. El niño estará protegido de cualquier forma de discriminación por motivos de religión o convicciones. Se le educará en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y hermandad  universal, respecto de la libertad de religión o de convicciones de los demás y en la plena conciencia de que su energía y sus talentos deben dedicarse al servicio de la humanidad.


	4. Cuando un niño no se halle bajo la tutela de sus padres o de sus tutores legales, se tomarán debidamente en consideración los deseos expresados por aquéllos o cualquier otra prueba que se haya obtenido de sus deseos en materia de religión o de convicciones, sirviendo de principio rector el interés superior del niño.


	5. La práctica de la religión o convicciones en que se educa un niño no deberá perjudicar su salud física o mental ni su desarrollo integral, teniendo en cuenta el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Declaración.


	Art.6. De conformidad con el artículo 1 de la presente Declaración y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 1, el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y religión o de convicciones comprenderá, en particular, las libertades siguientes:


	a) La de practicar el culto o de celebrar reuniones en relación con la religión o las convicciones, y de fundar y mantener lugar para esos fines.                                      


	b) La de fundar y mantener instituciones de beneficencia humanitarias adecuadas.


	c) La de confeccionar, adquirir y utilizar en cantidad suficiente los artículos y materiales necesarios para los ritos o costumbres de una religión o convicción.


	d) La de escribir, publicar y difundir publicaciones pertinentes en esas esferas.


	e) La de enseñar la religión a las convicciones en lugares aptos para esos fines.


	f) La de solicitar y recibir contribuciones voluntarias financieras y de otro tipo de particulares e instituciones.


	g) La de capacitar, nombrar, elegir y  designar por sucesión los dirigentes que correspondan según las necesidades y normas de cualquier religión o convicción.


	h) La de observar días de descanso y de celebrar festividades y ceremonias de conformidad con los preceptos de una religión o convicción.


	i) La de establecer y mantener comunicaciones con individuos y comunidades acerca de cuestiones de religión o convicciones en el ámbito nacional y en el internacional.


	Art.7. Los derechos y libertades enunciados en la presente Declaración se concederán en la legislación nacional de manera tal que todos puedan disfrutar de ellos en la práctica.


	Art.8. Nada de lo dispuesto en la presente Declaración se entenderá en el sentido de que restrinja o derogue ninguno de los derechos definidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en los Pactos internacionales de derechos humanos.








CONVENCION DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS TRATADOS


(3 de mayo de 1969)





Los Estados Partes en la presente Convención.


Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de las relaciones internacionales.


	Reconociendo  la importancia  cada vez mayor de los tratados como fuente del derecho internacional y como medio de desarrollo la cooperación pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regímenes constitucionales  y sociales,


	Advirtiendo que los principios de libre consentimiento y de la buena fe y la norma pacta sunt servanda están  universalmente reconocidos,


	Afirmando que las controversias relativas  a los trabajos, al igual que las demás controversias internacionales, deben resolverse por medios pacíficos y de conformidad con los principios  de la justicia  y del derecho internacional.


	Recordando la resolución de los pueblos  de las Naciones Unidas de crear condiciones las cuales puedan mantenerse la justicia y el respecto a las obligaciones emanadas  de lo tratados,


	Teniendo presente los principios de los derechos internacionales incorporados en la Carta de las Naciones Unidas, tales los principios de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y de la independencia de todos  los Estados, de la injerencia en los  asuntos internos de los Estados, de la prohibición de amenaza o el uso de la fuerza y del respeto universal a los derechos humanos y a la  libertades fundamentales   de todos y la efectividad de tales derechos y libertad,





	Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo del derecho de los tratados  logrados en la presencia Convención contribuirán  a la consecución de los propósitos de la Naciones Unidas  enunciados en la Carta, que consisten en mantener la paz y la seguridad internacionales, fomentar entre las naciones las relaciones  de amistad  y realizar  la cooperación internacional,


	Afirmando que las normas de derecho internacional consuetudinario continuarán rigiendo  las cuestiones  no regulares en las disposiciones de la presente Convención.





SECCION 3


INTERPRETACION DE LOS TRATADOS


Artículo  31


Regla general  de interpretación


1.  Un tratado deberá  interpretarse de buena fe conforme  al sentido corriente que haya  de atribuirse a los términos  del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto.


2.  Para  los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además del texto, incluso su preámbulo y anexos.


Todo acuerdo que se refiera  al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado;


Todo instrumento formulado  por una o más partes con motivo de la celebración del  tratado y aceptar por las demás  como instrumento referente al tratado.


3. Justamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:


Todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación de tratado o de la aplicación de sus disposiciones;


Toda práctica ulteriormente  seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación de tratado


Toda norma  pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre  las partes.


4) Se dará a un término  un sentido especial si consta que tal fue la intensión de las  partes.








CÓDIGO CIVIL


DECRETO LEGISLATIVO Nº 295


(El Peruano, 24 de julio de 1984)





FORMALIDADES DEL ESTATUTO DE LA ASOCIACIÓN


Artículo 81o.- El estatuto debe constar por escritura pública, salvo disposición distinta de la ley.


Si la asociación es religiosa, su régimen interno se regula de acuerdo con el estatuto aprobado por la correspondiente autoridad eclesiástica.





NATURALEZA Y FINALIDAD DE LA FUNDACIÓN


Artículo 99o.- La fundación es una organización no lucrativa instituida mediante la afectación de uno o más bienes para la realización de objetivos de carácter religioso, asistencial, cultural u otros de interés social.





SUBSISTENCIA DE EFECTOS RELIGIOSOS


Artículo 360o.- Las disposiciones de la ley sobre el divorcio y la separación de cuerpos no se extienden más allá de sus efectos civiles y dejan íntegros los deberes que la religión impone.





LEGADOS PARA FINES SOCIALES, CULTURALES Y RELIGIOSOS


Artículo 763o.- Son válidos los legados hechos en favor de los pobres o para fines culturales o religiosos, que serán entregados por el heredero a quienes indique el testador. A falta de indicación, los primeros serán entregados a la Beneficencia Pública; los segundos al Instituto Nacional de Cultura o a los organismos que hagan sus veces en uno u otro caso; y los terceros, a la autoridad competente de la religión que profesaba el testador.





LEGADOS DE PREDIOS


Artículo 764o.- Si el bien legado es un predio, los terrenos y las nuevas construcciones que el testador haya agregado después del testamento no forman parte del legado, salvo las mejoras introducidas en el inmueble, cualquiera que fuese su clase.





PARTIDAS PARROQUIALES





Artículo 2115º.-  Las partidas de los registros parroquiales referentes a los hechos antes del catorce de noviembre de mil novecientos treintiséis conservan eficacia que les atribuye las leyes anteriores.








CÓDIGO PENAL


DECRETO LEGISLATIVO Nº 635


(El Peruano, 08 de abril de 1991)





ORGANIZACION INDEBIDA DE ARCHIVOS


Artículo 157o.- El que, indebidamente, organiza, proporciona o emplea cualquier archivo que tenga datos referentes a las convicciones políticas o religiosas y otros aspectos de la vida íntima de una o más personas será reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro años.


Si el agente es funcionario o servidor público y comete el delito en ejercicio del cargo, la pena será no menor de tres ni mayor de seis años e inhabilitación conforme al artículo 36o, incisos 1, 2 y 4.





INCENDIO O EXPLOSION AGRAVADOS


Artículo 275o.- La pena será privativa de libertad no menor de seis ni mayor de quince años cuando en la comisión del delito previsto en el artículo 273o concurre cualquiera de las siguientes circunstancias:


1.	Si hay  peligro de muerte para las personas.


2.	Si el incendio provoca explosión o destruye bienes de valor científico, histórico, artístico, cultural, religioso, asistencial, militar o de importancia económica.





CÓDIGO DE EJECUCIÓN PENAL:  ASISTENCIA RELIGIOSA


DECRETO LegISLATIVO Nº 654


(El Peruano, 02 de agosto de 1991)





TITULO PRELIMINAR


CONTENIDO Y ALCANCE


Artículo I.- Este Código, de acuerdo con el artículo 234o de la Constitución Política del Perú, regula la ejecución de las siguientes penas dictadas por los órganos jurisdiccionales competentes:


1.	Pena privativa de libertad


2.	Penas restrictivas de libertad


3.	Penas limitativas de derechos.


Comprende, también, las medidas de seguridad.





OBJETIVO


Artículo II.- La ejecución penal tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad.


La misma regla se aplica al procesado, en cuanto fuera pertinente.





RESPETO A LA DIGNIDAD DEL INTERNO


Artículo III.- La ejecución penal y las medidas privativas de libertad de los procesados están exentas de tortura o trato inhumano o humillante y de cualquier otro acto o procedimiento que atente contra la dignidad del interno.





SISTEMA PROGRESIVO


Artículo IV.- El tratamiento penitenciario se realiza mediante el sistema progresivo.





RESPETO A LOS DERECHOS DEL INTERNO


Artículo V.- El régimen penitenciario se desarrolla respetando los derechos del interno no afectados por la condena.


Está prohibida toda discriminación racial, social, política, religiosa, económica, cultural o de cualquier otra índole.





PARTICIPACION EN EL TRATAMIENTO Y ASISTENCIA DEL INTERNO


Artículo VI.- La sociedad, las instituciones y las personas participan en forma activa en el tratamiento del interno y en acciones de asistencia post penitenciaria.





DEL CONDENADO EXTRANJERO


Artículo VII.- El condenado extranjero puede cumplir en su país de origen o en el de su residencia habitual la pena impuesta por juez peruano, de acuerdo a los Tratados de la materia.





RETROACTIVIDAD BENIGNA E INTERPRETACION FAVORABLE DE LA LEY


Artículo VIII.- La retroactividad y la interpretación de este Código se resuelven en lo más favorable al interno.





PROTECCION A LA MADRE INTERNA


Artículo IX.- La interna gestante o madre y los hijos menores de ésta que conviven con ella gozan de amplia protección del Sistema Penitenciario.





ACOGIMIENTO DE DISPOSICIONES DE LAS NACIONES UNIDAS


Artículo X.- El Sistema Penitenciario acoge las disposiciones, conclusiones y recomendaciones de las Naciones Unidas para la prevención del delito y tratamiento del delincuente.





PARTICIPACION DEL INTERNO EN ACTIVIDADES EDUCATIVAS, RECREATIVAS Y OTRAS


Artículo 18o.- Dentro del Establecimiento Penitenciario se promueve y estimula la participación del interno en actividades de orden educativo, laboral, recreativo, religioso y cultural.





GARANTIA DE LA LIBERTAD DE CULTO Y FACILITACION DE MEDIOS PARA EJERCERLA


Artículo 93o.- La Administración Penitenciaria garantiza la libertad de culto y facilita los medios para ejercitarla. El interno puede solicitar ser asistido por ministros de la religión que profesa.





DERECHO A LA LIBERTAD DE CULTO


Artículo 94o.- Ningún interno será obligado a asistir a los actos de culto ni impedido de asistir a los mismos.





ESTABLECIMIENTOS DE MUJERES


Artículo 102o.- Los Establecimientos de Mujeres están a cargo, exclusivamente, de personal femenino. La Asistencia legal, médica y religiosa podrá estar a cargo de varones.





SERVICIOS CON QUE CUENTAN LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS


Artículo 105o.- Los Establecimientos Penitenciarios cuentan con los servicios necesarios incluyendo ambientes para enfermería, escuela, biblioteca, talleres, instalaciones deportivas y recreativas, locutorios y salas anexas para relaciones familiares y todo aquello que permite desarrollar en los internos una vida en colectividad organizada y una adecuada clasificación en relación con los fines que, en cada caso, les están atribuidos.








CÓDIGO PROCESAL CIVIL


DECRETO LEGISLATIVO Nº 728


(El Peruano, 29 de febrero de 1992)





Bienes inembargables


Artículo 648o.- Son inembargables:


8.	Los bienes muebles de los templos religiosos; y,


9.	Los sepulcros.








CÓDIGO DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES


DECRETO LEY Nº 26102


(El Peruano, 29 de diciembre de 1992)





DE LA LIBERTAD DE EXPRESION, PENSAMIENTO, CREENCIA


Artículo 10o.- El niño y adolescente tienen libertad de expresión en sus distintas manifestaciones.


El niño y adolescente tienen libertad de pensamiento, creencia y culto religioso, aun si es distinto al de sus padres o responsables.





EDUCACION BASICA


Artículo 15o.- El Estado asegura que la educación básica comprenda:


a)	El desarrollo de la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño y adolescente hasta su máximo potencial;


b)	El respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales;


c)	La promoción y difusión de los derechos de los menores de edad;


d)	El respeto a sus padres, a su propia identidad cultural, su idioma, a los valores nacionales y de los pueblos y culturas distintas de la suya;


e)	La preparación para una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de solidaridad, comprensión, paz, tolerancia, igualdad entre los sexos, amistad entre los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos;


f)	La orientación sexual y planificación familiar;


g)	El desarrollo de un pensamiento autónomo, crítico y creativo;


h)	La capacitación del niño y el adolescente para el trabajo productivo y para el manejo de conocimientos técnicos y científicos; e,


i)	El respeto al ambiente natural.





DEBERES


Artículo 24o.- Son deberes de los niños y adolescentes:


a)	Obedecer a sus padres o responsables, siempre que sus órdenes no lesionen sus derechos o contravengan las leyes;


b)	Estudiar con ahínco;


c)	Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a sus ascendientes en su enfermedad y ancianidad;


d)	Prestar su colaboración en el hogar, de acuerdo a su edad;


e)	Conservar el medio ambiente;


f)	Respetar las ideas, derechos de los demás y creencias religiosas distintas de las suyas;


Respetar las leyes, a la patria, sus símbolos y héroes.








CÓDIGO SANITARIO


DECRETO LEY  Nº 17505


(El Peruano, 18 de marzo de 1969)





Artículo 56o..-  Todas las  cosas de  las iglesias  en  cuanto  pongan  en peligro,  en   alguna  forma,  la  salud  humana,  est n  sujetas  a  las disposiciones de  este Código, a los reglamentos y a las resoluciones que expida la Autoridad de Salud, con motivo de su aplicación.


INHUMACIONES, EXHUMACIONES Y TRASLADO DE CADAVERES


Artículo 84o..-  En los  cementerios, oficialmente  autorizados,  se  dar  sepultura a  los cadáveres,  cualquiera que pudiera sido la nacionalidad, raza, condición o credo de la persona antes de morir.


Artículo 85o..-  La instalación  de cementerios  sólo podrá  ser autorizada por la Autoridad de Salud y se realizar  bajo la supervigilancia del Servicio de Ingeniería Sanitaria.


Artículo 89o..-  Todo cadáver que haga posible la propagación de un daño a la salud  humana, por  la naturaleza de la enfermedad de la persona antes de morir,  será  incinerado previa autopsia. El hecho deber  constar en el Certificado de Defunción, bajo la responsabilidad penal del médico que lo expida.


Artículo 90o..- Está  permitida la incineración del cadáver por voluntad de la persona  antes de  morir, o  por voluntad  de sus  familiares,  previa autopsia que determine con toda exactitud la causa de la muerte.


Artículo 92o..-  La Autoridad de Salud esta obligada  a  erradicar  los cementerios existentes,  cuando su ubicación sea inadecuada o cuando, por alguna razón higiénica o sanitaria pongan el peligro la salud humana.


Artículo 93o..-  La inhumación  de un  cadáver se  efectuar  dentro de las cuarentiocho horas después del fallecimiento, salvo mandato judicial.


Artículo 94o..-  El plazo mínimo para inhumación o traslado de un cadáver después del  fallecimiento, será  de veinticuatro horas, salvo razones de orden técnico, y con autorización de la Autoridad de Salud.


Artículo 95o..- La exhumación para traslado, dentro de la misma localidad, o de una localidad a otra del territorio nacional, de cadáveres o restos humanos, se efectuar  previa autorización de la Autoridad de Salud.


Artículo 96o..- Quedan exceptuadas de autorización de la Autoridad de Salud, las exhumaciones ordenadas por mandato judicial.


Artículo 97o..-  El transporte internacional y la internación de cadáveres o restos  humanos, sólo podrá  efectuarse con autorización de la Autoridad de Salud.


Artículo 98o..- Los cadáveres de personas abandonadas, no identificados, o que no  hayan sido reclamados, dentro del plazo que señala el Reglamento, podrán ser dedicados a fines de  investigación  científica  y  estudios anatómico-patológicos. Para  los mismos fines podrán utilizarse cadáveres o restos humanos,  por voluntad  manifestada por el sujeto antes de morir o con consentimiento de sus familiares.


Artículo 99o..- Queda absolutamente prohibido el comercio de cadáveres.


DE LA ASISTENCIA SOCIAL


Artículo 179o..-  Es deber  del Estado organizar y proveer los medios para que servicios  sociales adecuados  protejan a  las personas  necesitadas, dándoles la oportunidad de cubrir sus mínimas exigencias de vida.


Artículo 180o..-  Es deber de solidaridad de la colectividad, contribuir y colaborar en los esfuerzos del Gobierno Central, de los Gobiernos Locales y de  los organismos  descentralizados,  en  favor  de  la  promoción  de Instituciones o Servicios de Asistencia Social.


Artículo 181o..-  La Asistencia  Social es  instrumento de bienestar y por sus acciones  en el  campo de  la salud,  el trabajo,  la recreación y la higiene mental,  contribuye a la promoción, la recuperación y rehabilitación de las personas.


Artículo 182o..- El Estado protege, estimula y apoya las obras privadas de Asistencia Social y salvaguarda que sus actividades se desarrollen dentro del marco de seguridad física, higiénica y moral de los asistidos.


Artículo 183o..-  Las actividades  asistenciales privadas,  vinculadas a la salud,  deben  integrar  sus  esfuerzos,  aceptando  las  normas  que  la Autoridad competente dicte sobre el particular.


Artículo 184o..-  Los servicios asistenciales de cualquier índole, ya sean públicos o  privados, tienen  como objetivo  esencial el bienestar de los individuos o  familias guardando  el respeto  debido a  la dignidad de la persona humana.





